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L
a iniciativa de reforma al artículo 4° constitucio-
nal para introducir el derecho humano al agua 
promovida por la Cámara de Diputados, junto a 
las recientes reformas constitucionales en ma-

teria de reconocimiento de la aplicación directa de los 
tratados internacionales y tangencialmente en materia 
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de acciones colectivas, pone en el centro de atención el 
debate sobre el alcance de los derechos humanos. No 
es desconocido que la declaración de protección, aún 
siendo constitucional, quede sin aplicación práctica en 
muchos países; no sin destacar la civilidad de un Estado 
de derecho que reconoce la importancia de los dere-
chos humanos y por tanto su reconocimiento expreso 
en la norma fundamental. La Constitución mexicana, en 
esta tradición, reconoció los derechos básicos de pri-
mera generación como la vida o la libertad y otorga el 
juicio de amparo como garantía de su cumplimiento y 
contiene un catálogo amplio de garantías individuales.

Con el tiempo, se fueron precisando otros derechos hu-
manos a los que se conoce como derechos de segunda 
o tercera generación; a los de segunda generación se 
les califica como derechos de prestación, y entre ellos 
se encuentra el derecho a una vivienda digna y adecua-
da, que también están expresamente reconocidos en 
nuestra Carta Magna; en este derecho se entendió com-
prendido el derecho al agua según la interpretación de 
los organismos internacionales. El artículo 15 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales (PIDESC) del Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales de Naciones Unidas, en 1966, en 
su párrafo segundo dio fundamento a este derecho y 
han sido desarrollados los parámetros para su interpre-
tación, entre ellos, se comprendía incluido el derecho 
al agua y saneamiento básicos, como una precondición 
necesaria, así se definió como “el derecho de todos a dis-
poner de agua suficiente, salubre, aceptable, accesible y 
asequible para el uso personal y doméstico” (Naciones 
Unidas, 2003:2). El Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos amplió y clarificó 
esta definición al decir que debe considerársele como 
“el derecho a un acceso, en igualdad de condiciones y 
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sin discriminación, a una cantidad suficiente de agua 
potable para usos personales y domésticos, lo que com-
prende agua para el consumo, la colada, la preparación 
de alimentos y la higiene personal y doméstica, para 
mantener la vida y la salud” (Naciones Unidas, 2007:28). 
En esta evolución, el 26 de julio del 2010, la Asamblea 
General de Naciones Unidas (2010:3) emitió una resolu-
ción en la cual declara “el derecho al agua potable y el 
saneamiento como un derecho humano esencial para 
el pleno disfrute de la vida y de todos los derechos hu-
manos”. Hay que decir, que a esta declaración sigue un 
catálogo de las limitaciones. Y en este discurso es que 
se inserta la iniciativa de reforma al artículo 4° consti-
tucional.

Nuestro país se ha caracterizado por una imagen inter-
nacional positiva y favorecedora de la signatura de to-
dos aquellos pactos, tratados, convenios, que permiten 
un orden internacional respetuoso de los derechos hu-
manos y del medio ambiente y consecuentemente se 
dictan leyes o se reforman para trasladar aquellos com-
promisos internacionales. Ahora, ya no es tan necesario, 
pues se entienden directamente aplicables.

Los derechos humanos se entienden como inherentes 
a la persona humana en su calidad de ser humano que 
toda sociedad y gobierno debe garantizar (Racionero, 
2003:101), y el agua es uno de estos derechos, tal es así 
entendido que los diversos tratados internacionales (de 
guerra, por ejemplo) lo contemplan. Su reconocimiento 
expreso reciente por las Naciones Unidas muestra un 
reconocimiento tardío, por las implicaciones derivadas 
para los gobiernos para su efectivo cumplimiento, pues 
no todos los gobiernos están en posibilidad de garanti-
zarlo, aun con el compromiso de los Objetivos del Mile-
nio y la cooperación internacional. No obstante, mues-
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tra la voluntad internacional de situarlo como uno de 
esos derechos de primera importancia. Pero ¿qué impli-
ca, para, en términos de obligaciones para el Estado, y 
derechos para los ciudadanos?

Lo importante para un país como México, que ya cum-
plió con los Objetivos del Milenio de dotar de agua po-
table y saneamiento a más de la mitad de la población, 
es avanzar en las condiciones en que se tiene acceso 
a esa agua potable y al saneamiento. La cobertura de 
agua potable, drenaje y alcantarillado, según los datos 
del último Censo de 2010, es del 86 y 88% respectiva-
mente, lo que significa, contabilizado en viviendas (28, 
607,568 censadas) con un promedio de 4 personas por 
vivienda, que 24, 808,420 disponen de agua de la red 
pública y 25, 410,351 de drenaje y alcantarillado (INEGI, 
2010). Paradójicamente los resultados muestran que la 
cobertura de drenaje en promedio es mayor, y parecie-
ra que el porcentaje se mantiene constante; la cober-
tura inicial reportada en el Programa Nacional Hídrico 
(2006) fue de 89.6% de agua potable y de 86% de dre-
naje en promedio nacional. No obstante, aquí es don-
de es conveniente tener en cuenta las diferenciaciones 
pues en el ámbito rural la cobertura inicial (2006) era 
menor, del 72% de agua potable y del 58% de drenaje 
y alcantarillado.

La realidad sin embargo, nos muestra otro panorama, 
muy distinto en algunas regiones, en las cuales, ni si-
quiera se cuenta con la garantía de suministro básico de 
150 litros, tal como disponen los organismos internacio-
nales, principalmente en las zonas periurbanas y rura-
les. No hay que ir muy lejos para corroborar este hecho, 
en cada entidad federativa se encuentra este problema. 
Y es donde debe tenerse en cuenta otros factores que 
son los que permitirán o no, el cumplimiento efectivo 
de lo que la Carta Magna disponga.
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La reforma constitucional, de prosperar, pone en mar-
cha los mecanismos reconocidos para su protección, 
como el juicio de amparo e incluso puede pensarse en 
las acciones colectivas. La pregunta sería ¿en qué posi-
bilidades reales están los directamente obligados, a ga-
rantizar y cumplir con la efectividad de estos derechos? 
Hay que referirse entonces, a quien está obligado y el 
alcance de sus obligaciones. Atendiendo al artículo 115 
constitucional, corresponde a los municipios la pres-
tación del servicio público de agua potable, drenaje y 
alcantarillado, de forma exclusiva, aunque mediante 
convenio temporal puede el Estado prestar subsidiaria-
mente este servicio cuando aquel lo solicite. El proble-
ma en muchos municipios de México es que no cuen-
tan con la capacidad necesaria, tanto institucional, de 
recursos humanos, técnica o financiera para cumplir 
con este cometido (DOMINGUEZ, 2010), y el panorama 
actual es que o lo prestan los estados, o existe una defi-
ciencia en la calidad del servicio público y lo que es más 
grave, en la calidad del agua que se suministra, que mu-
chas veces, ni se controla. Es cuando entran en juego las 
limitaciones reales para hacer efectivo lo que las leyes e 
incluso la Constitución disponen.

Para hacer efectivo y viable en el corto plazo el derecho 
al agua potable y saneamiento, tendríamos que partir 
de un diagnóstico de las capacidades municipales para 
prestarlo y los resultados seguramente no serían muy 
alentadores para todo el país. Entendiendo que debe 
existir una cobertura formal de agua potable, es decir, el 
suministro en forma adecuada (la Organización Mundial 
de la Salud establece los parámetros tales como que no 
deban caminar más de un kilómetro para encontrarla, 
que sea de sabor, olor y color aceptables según están-
dares internacionales, equitativo en su distribución y 
precio), así como de cobertura formal de drenaje y al-
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cantarillado, entre los que no cuenta la descarga direc-
ta a barrancas, ríos o lagunas (como sucede en México) 
por la transferencia de contaminación que se realiza. Un 
vistazo al sur del país nos muestra un déficit en la pres-
tación de este servicio público. 

Pero aún más, el derecho de acceso a agua potable y 
saneamiento básicos implica dar agua a todas las per-
sonas sin distinción, pero lo que es más novedoso es 
que sin importar su ubicación. Y es aquí donde entran 
las contradicciones actuales del marco jurídico o que 
pueden presentarse en otras entidades federativas. En 
el Distrito Federal, por poner un ejemplo de la legisla-
ción estatal más avanzada en materia de aguas en el 
país, reconoce un derecho de acceso a agua potable, 
drenaje y alcantarillado en el artículo 5, con las limita-
ciones que la propia ley señala, y entre ellas están, que 
se encuentren en situaciones de legalidad urbanística 
(artículo 50), es decir, no para los asentamientos irregu-
lares, no para los que están en suelo de conservación, 
tratando de respetar también la planeación urbana, que 
es la que da viabilidad a una ciudad, aunque esta ciudad 
ha sobrepasado esos límites. Es decir, no se garantiza la 
cobertura formal de agua potable o saneamiento.

Hay sentencias internacionales que declaran que inde-
pendientemente de la legalidad en que se encuentren 
los asentamientos humanos, el Estado está obligado 
a garantizar el acceso a agua potable y saneamiento 
para la subsistencia básica, por el respeto a la dignidad 
humana (Derecho de primera generación). E incluso la 
propia Asamblea de las Naciones Unidas se ha pronun-
ciado al respecto: 

“Las zonas urbanas desfavorecidas, incluso los asenta-
mientos humanos espontáneos y las personas sin hogar, 
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deben tener acceso a servicios de suministro de agua en 
buen estado de conservación. No debe negarse a ningún 
hogar el derecho al agua por razón de la clasificación de 
su vivienda o de la tierra en que ésta se encuentra” (las cur-
sivas son propias), (Naciones Unidas, 2003:8).

¿Y cuál es la postura que se adoptará en México? Los ar-
gumentos se desenvuelven entre el derecho al servicio 
público (cobertura formal) y el derecho humano al agua 
(acceso al agua sin importar las condiciones en que se 
habita). ¿Cuál es el principal problema a resolver en 
México? El Programa de Derechos Humanos del Distrito 
Federal precisamente criticó las limitaciones que la pro-
pia Ley de aguas de esta entidad establece, y en materia 
de asentamientos irregulares se propone “garantizar el 
acceso al agua potable suficiente de calidad, a precio ra-
zonable y sin discriminación para las personas que viven 
en asentamientos irregulares” y para lograrlo la agenda 
legislativa contempla “revisar y en su caso reformar, des-
de un enfoque de derechos humanos, de género y de 
sustentabilidad, la LADF y la Ley de Desarrollo Urbano 
del Distrito Federal (LDUDF) en materia de abasto de 
esta clase de asentamientos (PDHDF, 2010:375 y ss)”.

Pareciera que la intención que subyace en la Cámara de 
Diputados es la protección bajo un enfoque de dere-
chos humanos más que de servicio público y por tanto, 
de garantía del suministro básico sin importar la legali-
dad en que se encuentren las personas viviendo: 

“Artículo 4. […] Toda persona tiene derecho al acceso, 
disposición y saneamiento de agua para consumo per-
sonal y doméstico en forma suficiente, salubre, acep-
table y asequible. El Estado garantizará este derecho y 
la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el 
acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hí-
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dricos, estableciendo la participación de la Federación, 
las entidades federativas y los municipios, así como la 
participación de la ciudadanía para la consecución de 
dichos fines. […]”.

Pero la forma de garantizarlo que la propia Constitución 
prevé, es la del servicio público, en situaciones de nor-
malidad. Y es así como los ciudadanos esperan la do-
tación de agua: de forma regular, continua y universal. 
Ahora bien, servicio público no debe entenderse como 
la introducción de tubería, pues en algunos casos es 
inviable, más aún hoy, con las nuevas tecnologías que 
existen y que no están en las soluciones propuestas en 
México, como la captación de agua de lluvia para aque-
llos lugares en que se hace muy costoso o casi imposible 
llevar la infraestructura hidráulica (tuberías, bombeo), 
como sucede en las localidades dispersas.

Lo que sí se exige es un servicio de calidad, y tratándose 
de agua, con las características que se han delineado 
internacionalmente y que se recogen en la iniciativa de 
reforma al artículo 4° constitucional que se ha turnado 
para opinión del Senado, y son las de agua de calidad 
y en cantidad suficiente, asequible tanto económica-
mente como por la distancia que hay que recorrer para 
tenerla y de forma equitativa. Y esto es más difícil de 
cumplir. Pues hay que plantearse la pregunta ¿Quién 
tendría que hacerlo? La respuesta natural es el Estado, 
pero es vaga esta respuesta pues es necesario concretar 
qué autoridad es la responsable para que el ciudadano 
pueda dirigir sus acciones. Y eso ya se mencionó, son 
los municipios en primer lugar, o las entidades federa-
tivas si aquel no pudiera prestarlo. Y hay que atender 
a las responsabilidades de los otros poderes, legislati-
vo por cuanto hace a desarrollar por ley o reglamento 
el artículo 4° constitucional haciendo las modificacio-
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nes necesarias, en el ámbito territorial que se requiera 
(federal, estatal y municipal), y para el judicial, de per-
feccionar los mecanismos judiciales para garantizar el 
respeto y cumplimiento de este derecho. Pero también 
para el Ejecutivo federal quien es la autoridad en mate-
ria de aguas a través de la Conagua. Esto es lo importan-
te para hacer efectivo lo que la Constitución disponga. 
Y esto es lo que se queda a medio camino en México. 
El caso de la regulación del agua es uno de los temas 
en que podemos constatar esta situación, por más que 
se haya declarado como un asunto de seguridad nacio-
nal. Ni se ha desarrollado reglamentariamente la Ley de 
aguas del 2004 cuando existía el plazo de un año para 
ello (responsabilidad del Legislativo), ni todos los mu-
nicipios cuentan con capacidad efectiva para prestar 
el servicio público cuando la reforma constitucional es 
de los años ochenta (responsabilidad del Ejecutivo), ni 
contamos con mecanismos jurídicos para hacerlo efec-
tivo (responsabilidad del Judicial). Es en las implicacio-
nes legales y las modificaciones necesarias en que hay 
que poner atención, además de la buena voluntad de 
querer estatuir el derecho humano al agua. Un Estado 
de derecho se caracteriza no por lo que declara, sino 
por lo que efectivamente cumple. Es aquí donde de-
bemos llamar la atención de los legisladores y en este 
caso, del Ejecutivo, en todos sus niveles, quienes serán 
los primeros y directamente obligados a garantizar este 
derecho. La pregunta que surge es ¿cómo hacerlo? ¿con 
más transferencia de recursos a los municipios? ¿con la 
creación de capacidades en estos? ¿o con una reforma 
constitucional al artículo 115 complementaria de esta 
iniciativa para que los otros niveles de gobierno sean 
corresponsables de esta garantía de suministrar agua 
potable y saneamiento de calidad? La pregunta queda 
en el aire para generar el debate de las implicaciones 
jurídicas de esta reforma constitucional.
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